Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 13 minutos) 


-Damos comienzo a la sesión del día de hoy informando sobre algunas cuestiones a los 
señores Legisladores. 


Con fecha 2 de setiembre, recibí una nota del señor Legislador Daniel García Pintos, 
solicitando la convocatoria de esta Comisión para invitar al Comisionado Parlamentario. Le respondí 
personalmente al señor Representante que esta Presidenta ya había resuelto convocar al señor 
Comisionado Parlamentario a la Comisión, porque habíamos recibido el informe bimensual y se había 
convenido que tendría pronto el informe de Canelones. Por tanto, aclaro que la Comisión ya estaba en 
trámite de ser citada. Vale la aclaración para dejar constancia de que ingreso la nota correspondiente 
por Secretaría. 


La segunda cuestión que quiero poner en conocimiento de los señores Legisladores es que 
el 2 de setiembre me llegó por e-mail una comunicación del Ministerio del Interior que voy a leer a 
continuación. La misma expresa: 


“Sra. Presidenta de la Comisión Bicameral para el seguimiento del sistema carcelario. 
Diputada Daniela Payssé: 

PRESENTE 

De nuestra mayor consideración: 


En respuesta a su consulta” -porque previamente había hecho 
una consulta- “y por indicación de la Sra. Ministra del Interior, me dirijo a usted a efectos de informar 
que a julio de 2008 la oficina del Comisionado Parlamentario ha enviado a este Ministerio del Interior 
con destino a las distintas autoridades penitenciarias, 501 oficios (entre los que se incluyen pedidos de 
informe, solicitudes de traslados y plazas laborales y recomendaciones propiamente dichas). 


En el último informe bimensual del Comisionado Parlamentario se refiere a 558 oficios 
enviados,” -no a los 501 que registra el Ministerio del Interior- “la posible diferencia en este número 
podría radicar en que hay oficios remitidos directamente a las Jefaturas Departamentales de Policía, 
sobre los cuales obviamente el Ministerio no tiene conocimiento. 


Según nuestros registros, del total de 501 oficios se han respondido el 85%. De los 75 oficios 
que aún no se han respondido, 56 de ellos tienen su plazo vencido y esta Asesoría se encuentra 
reclamando las respuestas. (36 de la DNC, 2 de Artigas, 7 de Canelones, 6 de Maldonado, 1 de Rocha, 
1 Rivera, 2 Florida, 1 Montevideo). Los otros 19 oficios están aún en plazo”. 


Me interesa resaltar el final de la nota, porque mi pregunta tenía que ver con la preocupación 
respecto a por qué había un porcentaje tan alto de oficios que no habían sido respondidos. Entonces, 
la nota termina diciendo: “A efectos de unificar criterios de registro, hemos propuesto al Sr. 
Comisionado Parlamentario una reunión de trabajo para analizar dónde radican las diferencias y 
estudiar la posibilidad de unificar los criterios de registro, lo que ha sido aceptado por el Dr. Álvaro 
Garcé. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 
Dra. Ma. Noel Rodríguez 


Asesora de la Ministra del Interior”. 


El doctor Álvaro Garcé podrá corroborarlo cuando ingrese a Sala en unos instantes, pero 
quería plantearlo a los efectos de que tuvieran en cuenta que ingresa esa nota. 


Por otro lado, consulto a los señores Legisladores si están de acuerdo con que en algún 
momento se suspenda la toma de la versión taquigráfica, porque el señor Comisionado Parlamentario 
tiene necesidad de informar sobre algunos temas que, por razones que él explicará, no deberían 
constar en los registros correspondientes. Entonces, si están de acuerdo, lo votaríamos ahora y en el 
momento en que el señor Comisionado Parlamentario así lo considere, le estaríamos facilitando la 
suspensión de la toma de la versión taquigráfica. 


SEÑOR CID..- En principio, estoy de acuerdo con respetar esa exposición en un ámbito reservado, pero 
me gustaría saber los motivos por lo cuales esa información sería excluida de la toma de la versión 
taquigráfica. Digo esto porque, dadas las versiones de prensa y las declaraciones públicas que se han 
hecho, se han matizado tanto las denuncias y contradenuncias que, de pronto, hay alguna situación 
que debe ser planteada por el Comisionado Parlamentario que debería tomar estado público y, por 
ende, no ser a priori respaldado por esta Comisión en el entendido de que puede aportar al tema para 
clarificarlo. 


Por lo tanto, reitero que no me opongo a la resolución que plantea la Presidencia, pero me 
gustaría que se tomara caso a caso y no que fuera una votación genérica y sin ningún respaldo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Respondiendo al señor Legislador Cid, debo señalar que el señor 
Comisionado Parlamentario ha hecho un informe que se va a repartir, en el cual se obvian nombres por 
razones de seguridad, pero que quisiera aportarlos en este ámbito. Entonces, si los señores 
Legisladores no están de acuerdo, no abro un debate al respecto, sino que en el momento en que se 
trate lo someto a votación. Si se plantean dificultades, que él lo explique en el momento porque así lo 
acordamos con el señor Comisionado Parlamentario. 


Antes de ceder el uso de la palabra al señor Legislador García Pintos, deseo precisar que 
esta Presidenta ha resuelto -es de rigor decirlo- convocar a la señora Ministra del Interior para que en 
una futura reunión de esta Comisión de alguna forma esté presente y nos brinde su opinión sobre estos 
temas que seguramente trataremos hoy. Por lo tanto, no sólo esta Presidenta sino también la Bancada 
que representa, ya está dejando constancia de la voluntad de que la señora Ministra del Interior sea 
convocada a la brevedad. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Brevemente, quiero señalar -corroborando lo que dijo la señora Presidenta 
en cuanto al procedimiento de presentación de nuestra nota- que es absolutamente correcto lo que se 
acaba de plantear. 


En segundo lugar, aclaro que íbamos a proponer que, cuando la Comisión lo entendiera 
conveniente, se invitara al Ministerio del Interior, pero la señora Presidenta se adelantó a decirlo. Me 
parece que es muy oportuna esa convocatoria, pues todo este asunto se ha ventilado nada menos que 
a través de la prensa antes de pasar concretamente por esta Comisión Especial de Seguimiento de la 
Situación Carcelaria de la Asamblea General. Entonces, me parece que, lógicamente, el Ministerio del 
Interior tiene que visitarnos también. 


Aprovecho para señalar que si no hay algo que lo impida, hasta en su calidad, por qué no, de 
colaborador, de asesor de la propia señora Ministra del Interior, sería muy importante que la 
acompañara el señor Jefe de Policía de Canelones. Digo esto, porque vamos a escuchar a uno de los 
protagonistas, a uno de los actores en este enfrentamiento -como es el señor Comisionado 
Parlamentario- y a la señora Ministra, pero si no concurre el señor Inspector Guarteche, no tendríamos 
a la contraparte. Entonces, nos parece muy conveniente que cuando concurra el Ministerio del Interior, 
hagamos referencia a la importancia de que esté presente el señor Jefe de Policía de Canelones. Me 
parece que eso es lo mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El criterio que se ha seguido en esta Comisión es el de convocar a la señora 
Ministra y a los Asesores que ella resuelva. Hay que tener presente que no estamos en un contencioso, 
sino en la Comisión que hace un seguimiento del sistema carcelario y de relacionamiento con el 
Comisionado Parlamentario, que es una institución dependiente de este Parlamento. Por lo tanto, 
nuestro relacionamiento es con el Comisionado Parlamentario. Por supuesto, la señora Ministra del 
Interior resolverá qué asesores la acompañarán. 


SEÑOR NOVALES.- Mi interrogante ya fue laudada por la intervención de la señora Presidenta 
respecto a la solicitud del señor Comisionado Parlamentario, por lo que no voy a hacer uso de la 
palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por lo tanto, corresponde invitar a pasar al señor Comisionado 
Parlamentario y convocar a la prensa a que ingrese en este momento para hacer un paneo porque 
después se cerrará la puerta. 


(Así se hace) 


(Ingresa a Sala el señor Comisionado Parlamentario) 


-Antes de continuar la sesión, vamos a solicitar a Secretaría que, tal como lo resolvimos 
anoche con el señor Comisionado Parlamentario, reparta su informe sobre Canelones entre los 
señores Legisladores. Recién se ha fotocopiado y voy a pedir que se distribuya. 


Continuaremos la sesión una vez que la sesión de fotos de los medios finalice. 
(Así se procede) 


-Damos la bienvenida al doctor Álvaro Garcé, quien va a presentar su informe bimensual. En 
efecto, habíamos convenido hacerlo de esta manera y no en forma anual, para poder tener una 
aproximación más real de la situación. 


SEÑOR GARCÉ.- Buenas tardes a todos y a todas. 


Quiero manifestar mi agradecimiento por las expresiones de apoyo que recibí, en los últimos 
días, de parte de integrantes de esta Comisión y de otros Legisladores y Legisladoras en general, ante 
una serie de acusaciones absolutamente falsas, agraviantes e injuriosas que han proferido contra mi 
persona tanto el ex Director de la Cárcel de Canelones como el Jefe de Policía de ese Departamento. 


Además, deseo hacer un reconocimiento, como corresponde, a la actitud de la Presidencia 
en cuanto a facilitar el trámite institucional de esta respuesta, habiendo sido lesionado y agraviado en 
mi integridad personal. En varias oportunidades tuve que contar hasta más de cien para no reaccionar 
frente a algunas acusaciones que son, francamente, descalificadoras no para quien las recibe sino 
para quien la realiza. Si pude hacerlo fue porque, en buena medida, tuve la certeza de que esta 
Comisión iba a ser convocada a la brevedad y, por lo tanto, se facilitaba el cauce institucional. 


Quiero agradecer a los señores Representantes Esteban Pérez, Luis Gallo, Mauricio Cusano 
y Carlos Maseda. En el caso de los tres primeros por el amplio apoyo dado en ocasión de la visita 
inspectiva a la cárcel de Canelones donde, de alguna manera, quedó redondeada la investigación que, 
junto con otros informes, fue determinante para resolver la remoción del Director de aquel 
Establecimiento. Al señor Representante Maseda agradezco su colaboración y su presencia que para 
mí fue una garantía ya que representaba a toda la Comisión. También fue muy valioso contar con su 
presencia -ya que, repito, representaba a toda la Comisión- cuando hicimos una inspección a la cárcel 
de Florida, expresamente solicitada en la sesión anterior. 


Con relación al informe bimensual, creo que en el material que entregamos hay bastante 
información que, de alguna manera, permite sacar algunas conclusiones de la actualidad del sistema 
penitenciario. Los datos figuran allí y es una información que está disponible para los Legisladores y 
Legisladoras; por lo tanto, voy a realizar un breve comentario. Tengo la impresión de que en el sistema 
penitenciario se van acentuando algunos contrastes. Hay cárceles como, por ejemplo, la de Paysandú 
que está brillantemente gestionada por su Director y hay otras cárceles donde persisten los problemas. 
Algunas cárceles, como sucede con la de Canelones, tienen las mejores posibilidades materiales como 
para poder llegar a ser un buen establecimiento, sin embargo, han sido mal gestionadas. Otras, con 


una gestión razonablemente buena tienen el problema de la limitación dada por los propios locales. La 
de Treinta y Tres es un ejemplo de esto; no ofrece ninguna posibilidad ya que se trata de un local muy 
antiguo e inadecuado para servir como cárcel, pero ha tenido una gestión que en los últimos meses 
nos ha permitido relevar resultados interesantes. Con esto quiero decir que el factor personal es 
importante. 


Con respecto a Canelones me interesa ampliar algunos de los ejes temáticos de este informe 
que tiene, fundamentalmente, tres puntos importantes: la existencia de presuntos malos tratos, 
presuntos hechos de corrupción y las quejas y denuncias recibidas en relación a la atención médica de 
las personas privadas de libertad. En el informe encontrarán datos al respecto y, con mucho gusto, 
estoy a la orden para ir evacuando las consultas en la medida que surjan. 


Con relación a los presuntos malos tratos, en Canelones hemos registrado, en el último año y 
en lo que va del presente, una serie de denuncias por tratos violentos de parte de algunos funcionarios. 
Esas denuncias no involucran a todos los funcionarios, sino a una minoría. Hay nombres que se repiten 
en las denuncias y dada la entidad de algunos casos -en cinco oportunidades los números de oficios 
están relacionados en el informe- decidimos pasar los antecedentes a la justicia letrada. Actualmente, 
esas investigaciones se encuentran en curso y no tienen todavía un resultado; simplemente, estamos 
aguardando el pronunciamiento del Juzgado Letrado de Primer Turno de Canelones. 


Con respecto a los presuntos actos de corrupción, las denuncias y las quejas que recibimos 
refieren a un presunto movimiento interno de reclusos desde los sectores más cerrados, los módulos 1 
y 2, hacia las barracas. 


La cárcel de Canelones es la más grande y es la tercera en cantidad de internos; en este 
momento aloja casi 810 reclusos y tiene tres sectores claramente diferenciados: el módulo 1, que fue 
recientemente refaccionado; el módulo 2, construido no hace muchos años; y un sector trasero con 
seis barracas en el que hay un régimen más abierto para los internos que, se supone -o, al menos así 
debería ser- tienen mejor conducta y se han ganado ese lugar, de acuerdo al sistema de la 
progresividad. Asimismo, tiene un pabellón femenino que, en este caso, no está inmerso en lo que es 
la investigación y las conclusiones del trabajo de campo. También hay una chacra que está lejos del 
establecimiento, a unos cuantos kilómetros, y que implica un régimen abierto, es decir, de total 
confianza. Además de movimientos pocos claros dentro de la cárcel, también hemos recibido quejas 
sobre traslado desde la cárcel hacia la chacra. 


Por último, se habla de las quejas sobre la atención de la salud de los internos. Quiero 
ahondar sobre algunos dichos del Jefe de Policía en los últimos días. Voy a realizar una breve cita del 
Capítulo II! del clásico de Von lhering, “La lucha por el Derecho”, que dice: “El que se ve atacado en su 
derecho, debe resistir; este es un deber que tiene para consigo mismo. La conservación de la 
existencia es la suprema ley de la creación animada, y así se manifiesta instintivamente en todas las 
criaturas; pero la vida material no es toda la vida del hombre, tiene que defender además su existencia 
moral, que tiene por condición necesaria el derecho: es, pues, la condición de tal existencia que posea 
y defienda el derecho. El hombre sin derecho, se rebaja al nivel del bruto.” Más adelante, en una nota 
al pie de página, el autor en la novela de Enrique Kleist -intitulada “Miguel Kolhaas”- pone en boca de 
su héroe estas palabras: “Más vale ser un perro que ser un hombre y verse pisoteado.” Recuerdo 
haber leído este mismo párrafo el día que la Comisión -que por entonces tenía a cargo la selección del 
nombre a proponer para la Asamblea General para desempeñar el cargo de Comisionado 
Parlamentario- me citó para comunicarme que, finalmente, habían resuelto proponer mi nombre. En 
ese entonces leí este mismo párrafo y dije dos o tres cosas. En primer lugar, que me comprometía a 
hacer una tarea cien por ciento técnica; segundo, que en el contexto de esa tarea técnica iba a actuar 
dentro de la ley y que el marco está claramente dado por la Carta Orgánica del Comisionado 
Parlamentario. Repito, cité este mismo párrafo que creo hoy tiene un especial valor y sentido. 


Últimamente, el Jefe de Policía ha dicho que yo habría realizado presiones para lograr el 
traslado de dos narcos a Treinta y Tres. Luego, ampliando sus dichos en otro medio, sostuvo que le 
pedí el traslado de un narco a la chacra. En el primer caso, hay una gruesa y malintencionada 
distorsión de los hechos, mientras que en el segundo constato una mentira baja, una canallada indigna 
de alguien que ostenta un cargo importante, porque debemos convenir en que ser Jefe de Policía del 
segundo departamento de este país en función de la cantidad de habitantes, implica una distinción. 


Siempre agradeceré al Parlamento la confianza y el honor que me brindó de poder trabajar 
en el seguimiento de los derechos humanos en las cárceles. Cuando hay alguien que, de alguna 


manera, desde afuera pone su mirada -en este caso, por orden y mandato del Parlamento- en un 
sector de la institucionalidad en el que ha sido tradicional la oscuridad y la dificultad para acceder a la 
información -las cárceles, en general, constituyen uno de los sectores más oscuros en cuanto a la 
posibilidad de ejercer la función de contralor- es lógico que al constatarse determinados hechos y 
tocarse nervios sensibles habrá una reacción. Eso lo esperaba, pero, realmente, no la bajeza y la 
deslealtad de algunos ataques. 


Ha habido ataques que han sido muy similares en su letra y tono. Algunos de ellos fueron 
proferidos por ex funcionarios que ya han sido relevados. Hace poco leía una página entera de un 
medio de prensa, cuyo titular era “Garcé rogaba por los presos pesados”. Conté hasta cien y concluí 
que no valía la pena contestar a un ex funcionario. Ocurre que en este momento la situación es distinta 
porque se trata de alguien que tiene responsabilidad directa sobre la gestión de la tercera cárcel del 
país y que, además, sus dichos deben ser apreciados en ese contexto. A raíz de una intervención 
conjunta -que me parece un ejemplo de trabajo discreto y técnico- con los Diputados Esteban Pérez, 
Luis Gallo y Mauricio Cusano, pudimos llegar a conclusiones que luego, evidentemente, constituyeron 
insumos que la Ministra del Interior tuvo en cuenta para la remoción del Director. Algunas situaciones 
que aparentemente se habrían producido antes y que no fueron denunciadas, aparecen públicamente 
dos días después de la remoción del anterior Director de la cárcel. De alguna manera la reacción era 
previsible, pero no, insisto, la bajeza y la deslealtad, sobre todo porque se está causando un daño que 
no asumo como personal porque hay un ataque que va mucho más allá. Si estuviera trabajando como 
Defensor de Oficio estoy seguro de que el Jefe de Policía no perdía ni dos minutos en agraviarme 
públicamente. El agravio no es para el circunstancial titular del órgano Comisionado Parlamentario, 
sino que hay un ataque al Comisionado Parlamentario y, por ende, al Parlamento. Creo que estamos 
en una situación crítica y digo esto sin dramatismo porque una crisis no implica una catástrofe, sino 
que es algo que puede generar una oportunidad, un momento de cambio. Aclaro que no hablo 
personalmente, sino también en nombre del grupo de personas con las que estamos trabajando hace 
mucho tiempo, con muchas ganas y cariño. Pues bien; si no estuviéramos respaldados, nuestra tarea 
no tendría mayor sentido porque -y esto quiero señalarlo con claridad- cuando vamos a las cárceles 
nos jugamos hasta la seguridad personal en cada visita, algunas veces más y otras menos. A lo largo 
de estos tres años, por ejemplo, viví la experiencia de quedar encerrado y a oscuras en un pabellón 
con los internos mientras la guardia permanecía en la puerta. Se me invitó a pasar a un pabellón, no fui 
acompañado y, casualmente, saltó la llave térmica de ese sector del establecimiento. Entonces, nos 
jugamos con cariño y esfuerzo por la tarea que hacemos. Si me permiten, deseo aprovechar para decir 
que ninguno de nosotros está en carrera política. En consecuencia, señora Presidenta, cuando 
actuamos con vocación, estas cosas nos duelen mucho, y por eso vamos a pedir a la Comisión, en la 
medida en que entienda pertinente, un apoyo para la gestión, no personal, sino de la institución. 


Como decía, ha habido una gruesa distorsión y una baja mentira en todo esto. El Jefe de 
Policía dice que el Comisionado presionó para que él trasladara a dos narcos a Treinta y Tres, y eso es 
mentira. En ningún momento “hice presión”. Este hecho se origina hace dos meses, más o menos, 
cuando el Diputado Dardo Sánchez me plantea -como normalmente lo hacen Legisladores del 
Gobierno y de la oposición- su preocupación por la situación de dos internos procesados por la Justicia 
de Florida, con familia en Treinta y Tres y Río Branco, por un delito de estupefacientes. Según me 
indicó el Diputado, estaban siendo no sólo amenazados, sino golpeados y físicamente abusados. Si la 
Comisión lo entendiera pertinente podría ampliar los detalles, dando los nombres, siempre y cuando 
pasáramos al régimen de reserva, dado que por ley me encuentro impedido de dar datos en forma 
pública en tanto así lo impone la reserva de la actuaciones prevista por la Carta Orgánica del 
Comisionado Parlamentario. Reitero que si se dispusiera el pasaje a este régimen momentáneamente, 
con mucho gusto daré los nombres y explicaré cuál era la agresión, como así también señalaré por qué 
concluí que había una situación de riesgo. De todos modos, antes quisiera redondear este hecho. Con 
anterioridad a tomar intervención en el caso, me comuniqué con el abogado defensor de estos dos 
internos, el doctor Rafael Ravera -a quien también propongo como testigo en el informe y me parecería 
importante que la Comisión lo consultara- para preguntarle cuál era la situación real que estaban 
pasando estos dos internos. El doctor Ravera me informa que ya había hablado con sus defendidos, 
quienes le habían señalado que no estaban dispuestos a hacer la denuncia porque se encontraban 
aterrorizados. Tenían razones para estarlo. El padre de uno de ellos, una persona de 90 años, 
depositaba mensualmente una suma cercana a los $ 7.000 porque creía que de esa manera podía 
preservar la vida e integridad de su hijo. En ese contexto, llamo por teléfono al Jefe de Policía de 
Canelones y le digo: “Jefe, hay una solicitud de traslado que fue planteada por razones de 
acercamiento familiar. Se la plantean dos internos que están teniendo graves problemas de seguridad”. 
Quiere decir que no hice una recomendación de traslado; si así fuera, la hubiera instrumentado por 
escrito. En realidad, simplemente le pedí que, de alguna manera, tomara cartas en el asunto porque 
existía una situación grave de riesgo. Resulta que luego de la intervención del Ministerio del Interior y 
de la remoción del Director, aparece el Jefe diciendo que yo lo presioné. Entre la supuesta presión y el 


momento en que hace pública esa denuncia, no hubo un reporte jerárquico al Ministerio del Interior -de 
todos modos, esto no nos concierne porque es una cuestión del Poder Ejecutivo- y se dio un hecho 
muy importante que deseo destacar. Cuando, luego de la visita a la Cárcel de Canelones, fuimos con 
los Diputados Cusano, Gallo y Esteban Pérez al despacho del Jefe, éste nos dio la mano a todos, 
hablamos más de una hora y no hubo ni una sola referencia a ese supuesto acto de presión. A mi 
juicio, se trata de un dato significativo que pueden corroborar los Legisladores que participaron de ese 
encuentro. 


Con relación a que yo habría intervenido para el traslado del narco de la cárcel a la chacra - 
que es peor que lo anterior- debo decir que me enteré de esta situación el lunes pasado cuando 
hablaba con el Diputado Esteban Pérez en relación con algunas de las consecuencias institucionales 
que había tenido la intervención conjunta, de la que también participaron los Diputados Gallo y Cusano. 
Reitero que en esa oportunidad me entero de que había un traslado con una apariencia bastante 
irregular porque se trataba de alguien procesado por un delito de suministro de estupefacientes que 
había ingresado a la cárcel y rápidamente había pasado a la chacra, es decir, a un régimen de 
confianza. Como yo no sabía el nombre, se lo pedí al señor Diputado y me lo proporcionó. Cuando 
terminó esa reunión, fui al despacho de la señora Presidenta y, entre otros temas, le comuniqué que 
me acababa de enterar de una situación que me llamaba mucho la atención porque, en el informe, 
nosotros planteamos presuntos actos de corrupción. Ahora resulta que el Jefe dice por la prensa que 
fui yo quien sugirió el traslado. Esto es una canallada. Realmente, no se puede convalidar algo tan 
bajo. 


Creo, además -estoy seguro de lo que estoy diciendo- que esto no queda acá. Hoy estamos 
a jueves; pienso que en los próximos días el ataque va a seguir con las mismas acusaciones e, incluso, 
con nuevas versiones de prensa con el mismo tenor. 


Quiero decir que una vez relevado de la discreción que me imponía el hecho de esperar la 
sesión de esta Comisión, promoveré una acción penal porque aquí se está agraviando injustamente mi 
honor y mi trayectoria como funcionario -he sido abogado, defensor público y ahora Comisionado- lo 
cual no estoy dispuesto a tolerar. Si lo hiciera, en lo personal ello constituiría un grave antecedente 
para seguir cumpliendo la función de contralor y creo que para el Parlamento sería una mala cosa no 
acusar recibo de esa situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hace unos instantes, el señor Comisionado Parlamentario pidió autorización 
para suspender momentáneamente la versión taquigráfica. 


SEÑOR GARCÉ.- Exactamente, lo solicité para poder dar nombres, informar sobre situaciones 
concretas, de forma tal de que se puedan apreciar todos los hechos. 


SEÑOR CID.- Por razones de seguridad, incluso por los denunciantes de estas situaciones, estaría de 
acuerdo en que no figuraran los nombres, pero me parece que los hechos están abundando o 
poniendo argumentos y datos que ayudan a que la versión taquigráfica, que no es secreta y tomará 
estado público, arroje claridad sobre el asunto. En lo personal, creo que debería surgir de una 
valoración del señor Comisionado Parlamentario, la importancia de amputar parte de su exposición 
ante esta Comisión, en lo que tiene que ver con lo que él valore que pueden ser hechos que involucran 
o ponen en riesgo a los denunciantes. Por lo tanto, propongo que la suspensión de la toma de la 
versión taquigráfica no sea genérica, sino que quede librada a lo que decida el señor Comisionado a 
medida que vaya realizando su exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar inicio a la sesión, convinimos en que no se hiciera genérico y 
que cuando el señor Comisionado Parlamentario así lo considerara oportuno, se suspendería la toma 
de la versión taquigráfica. 


SEÑOR CID.- De acuerdo, señora Presidenta, pero el señor Comisionado Parlamentario se refirió a 
nombres y a hechos. Quiero precisar que, de repente, hay nombres que deben ser excluidos por 
razones de seguridad, lo que comparto totalmente, pero hay hechos que pueden constituir argumentos 
para el manejo público de situaciones que comprometen, incluso, al señor Comisionado Parlamentario. 


SEÑOR GARCÉ.- No hay inconveniente, pero entonces quiero tener la certeza de que la vida e 
integridad de esos internos -que ya en algún momento sufrieron la inseguridad- no correrán peligro 
porque, a partir de la narración de los hechos, es muy fácil saber de quién se trata. Vuelvo a decir que 


no tengo problema alguno en proceder como se propone, pero pido garantías por la vida de esos 
internos que la pasaron bastante mal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Presidencia quiere tener la seguridad de que se procederá de manera 
correcta. El señor Comisionado Parlamentario valora que no sólo los nombres, sino también los hechos 
narrados de manera concreta, pueden llevar a identificar a personas cuyos nombres no queremos que 
aparezcan. 


SEÑOR CID.- Justamente, eso es lo que quien habla propuso; esto es, que el señor Comisionado 
Parlamentario determine, de acuerdo con su criterio, en qué momento se procede a interrumpir la toma 
de la versión taquigráfica y en cuáles no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A los efectos de que el señor Comisionado Parlamentario pueda dejar fuera 
situaciones que él considere que pueden llevar a identificar a estas personas, se va a votar si se 
suspende la toma de la versión taquigráfica. 


(Se vota:) 
-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR GARCÉ.- De acuerdo con la información que me dieron -esto me lo dijeron el propio señor 
Representante Sánchez y el abogado defensor- esos internos están detenidos por tenencia de 
estupefacientes, es decir que se trata de un delito previsto por el Decreto-Ley N* 14.294. Esa es la 
información que yo tengo. 


En este punto, el Comisionado Parlamentario, en primer lugar, no ruega; yo nunca rogué por 
un pesado y, en segundo término, tampoco pide. Lo que hace el Comisionado Parlamentario, en 
cumplimiento de la ley, es hacer recomendaciones, lo cual es algo muy diferente. En este caso, como 
ya estaba en marcha el pedido de traslado por razones de acercamiento familiar y por la propia 
decisión de los internos, lo único que hice fue advertir de la situación de riesgo y pedir por favor que, 
cuanto antes, se pudiera diligenciar el asunto. Nada más; no hice otra cosa. 


Pero además, el Comisionado Parlamentario no recomienda el traslado de narcos, y aquí es 
donde veo que existe mala intención. ¿Acaso en algún momento se ha dicho que el Comisionado ha 
recomendado el traslado de violadores, de rapiñeros, de copadores, de homicidas? No, eso nunca ha 
sido dicho. Se dice que ha pedido el traslado de narcotraficantes como si hubiera un interés personal 
en eso, y ahí es donde está la canallada. Cuando el Comisionado -aclaro que hablo de la institución y 
no del accidental titular- recomienda algo no lo hace en función del delito que ha determinado la 
aplicación de la prisión preventiva o la pena, sino en virtud de una situación humanitaria, que puede 
obedecer a razones de salud -hemos pedido trasladados por razones de salud- o de seguridad. Fuera 
de eso, el Comisionado no tiene ningún tipo de interés en actuar de esa manera. Digo esto porque, 
públicamente, el Jefe ha dicho que a él le llamó la atención y que no sabía qué interés podía tener el 
Comisionado, deslizando una sombra de sospechas sobre su honestidad. A mí de chico me enseñaron 
a ganarme la plata trabajando honestamente; mis padres son docentes y cuando era niño no nos 
sobraba nada, porque en la década del setenta los sueldos de los docentes no eran nada brillantes. 
Ellos me decían que podía ser abogado, médico, piloto aviador o lo que fuera; todo, menos 
deshonesto. Por eso es que en ningún caso hacemos recomendaciones en función de lo que es el tipo 
de delito, sino por la objetiva situación, comprobada, de riesgo o de necesidad por problemas de salud. 
Por ejemplo, hemos recomendado un traslado desde el Penal de Libertad a la Cárcel Departamental de 
Montevideo por razones de salud. Obviamente, esto lo teníamos que hacer, porque la Cárcel Central 
de Montevideo está más cerca de los centros de salud. Recuerdo que hubo un caso en que había que 
trasladar a un interno porque se tenía que dializar; entonces, pregunto, ¿cómo no íbamos a 
recomendar ese traslado por razones de salud? ¿Y saben? Esta persona había sido procesada por un 
delito vinculado con drogas. Por lo tanto, si quienes están en esta campaña infame quieren tener un 


argumento para explotarlo mal, ahí lo tienen y la prueba de mi honestidad en todo esto es, 
precisamente, que yo pongo a disposición de la Comisión todos estos datos. Si los señores 
Legisladores quieren conocer todos los antecedentes de esos casos, investiguen, porque no hay 
ningún problema. 


Pido disculpas a la señora Presidenta y a los señores Legisladores por el tono de mi 
intervención, pero todavía estoy un poco enojado por algunos hechos que he tenido que soportar 
últimamente y sobre los que tengo la certeza de que, en los próximos días, se van a repetir. Por esa 
razón, de alguna manera, reclamo la comprensión de los señores Legisladores para que esto no se 
siga agrandando. 


Si los señores Legisladores tienen alguna duda estoy a las órdenes para aclarar cualquier 
aspecto, pero básicamente esto es cuanto quería decir. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera saber si los internos, a la postre, han sido trasladados o no. 


SEÑOR GARCÉ.- No, y eso a mi juicio configura una omisión, a pesar de que se ha presentado como 
mérito. Lo único que se hizo fue trasladarlos internamente al Pabellón N* 1 donde comparten la 
reclusión con muchos extranjeros que han sido detenidos, por ejemplo, en el Aeropuerto Internacional 
de Carrasco, por llevar drogas. Ese pabellón se conoce como el “pabellón de los extranjeros”. En 
definitiva, se ve que no estábamos tan errados cuando decíamos que había que hacer algo. En esos 
casos, pasaron unos días y esas personas fueron alojadas, repito, en el Pabellón N? 1. 


SEÑOR PENADÉS.- El Comisionado Parlamentario ha dejado traslucir en varios momentos de su 
intervención la idea de que él tiene la certeza de que ese tipo de campaña o de afirmaciones llevadas 
adelante por el Jefe de Policía de Canelones pudiese continuar en los próximos días. En ese sentido, 
me gustaría saber si el Comisionado Parlamentario tiene algún elemento o sospecha sobre el que 
pudiera informar a la Comisión. Concretamente, quisiera saber si se trataría de afirmaciones que 
realizaría el mismo personaje que ya las ha hecho o si se sumarían otros jerarcas de la Policía nacional 
o de la Dirección Nacional de Cárceles. Si hubiera algo que informar en ese sentido, creo que la 
Comisión podría tener un cabal conocimiento de la entidad de estos hechos. Es posible que el 
Comisionado Parlamentario pretenda decirnos que esto se trata de una campaña de desprestigio para 
la que se han combinado muchos oficiales a fin de desacreditar la figura del Comisionado 
Parlamentario, tanto en lo que refiere a la institución como a la persona que hoy ocupa ese cargo. 


SEÑOR GARCÉ.- Tengo la seguridad de que va a haber nuevas declaraciones del Jefe de Policía que 
van a ser próximamente publicadas y, además, me consta que la señora Jefa de Florida ya ha 
realizado algún tipo de afirmación con respecto a la actuación del Comisionado Parlamentario. Por esa 
razón, he agradecido que la Comisión haya estado presente -a través de la presencia del señor 
Representante Maceda- porque eso representa un respaldo a mi persona. Obviamente, así como el 
apoyo vino de parte del señor Representante Maceda, podía haberse tratado de otro Legislador, 
porque si algo tengo claro es que toda nuestra actividad apunta, exclusivamente, a elementos técnicos. 
Entonces, si hay algo en lo que no hacemos distinciones es en cuanto a la procedencia del Legislador, 
porque cuando hemos ido a algunos departamentos han estado presentes Legisladores de la 
oposición, del Gobierno, y muchas veces de ambas Bancadas. En estos días, en realidad, no sólo he 
sentido el respaldo institucional, sino también el respeto y el cariño de muchos Legisladores y 
Legisladoras, lo cual valoro mucho. 


Por consiguiente, debo decir que no puedo afirmar que aquí haya una campaña orquestada, 
pero tenemos datos objetivos. Aquí se produjo la remoción de un Director y dos o tres días después 
comienzan a darse todos estos hechos; creo que este es un dato objetivo. Entonces, digo que las 
declaraciones del superior deben estar enmarcadas y contextualizadas dentro de las responsabilidades 
que a él le caben por la remoción del funcionario que estaba sometido a jerarquía, por la negligencia y 
omisión que fue determinante del relevo. Por eso, me llama la atención que después de un movimiento 
de este tipo, una Jefa de Policía que había permanecido en silencio, que nada había dicho sobre la 
actuación en Florida, salga a hablar ahora, más cuando su nombre fue invocado públicamente por el 
señor Jefe de Policía de Canelones, quien también invocó y de alguna manera involucró al Inspector 
Martinelli, Jefe de Policía de Treinta y Tres. Conozco el tenor de las declaraciones que hizo este último 
y, ciertamente, para nada reafirman lo que plantea el señor Jefe de Policía de Canelones. 


Ahora bien, no han sido únicamente el Jefe de Policía de Canelones y la Jefa de Policía de 
Florida quienes han hablado, pues también el ex Director ha salido a decir que el Comisionado tenía 


que justificar su sueldo, y hasta dio una cifra que, por otra parte, no es real ni verdadera. 
Institucionalmente, esto es algo muy peligroso porque, entonces, cuando un Fiscal pide un 
procesamiento está justificando su sueldo, y cuando un Juez dicta una sentencia, lo hace para quedar 
bien con la Suprema Corte de Justicia y legitimar también el cobro de su sueldo a fin de mes. Como 
teoría, francamente esto es una verguenza. 


También me parece lamentable esta distinción que se hace entre narcotraficantes y 
delincuentes comunes. Quien habla no sabía que, de acuerdo con las normas nacionales, había que 
hacer una distinción de ese tipo. Lo que hay son personas privadas de libertad por la comisión de 
delitos contra distintos bienes jurídicos, y donde no distingue el Legislador, como tampoco debe hacerlo 
el intérprete y mucho menos basándose en criterios discriminatorios. Por eso digo que es inadmisible 
la tesis según la cual se procede o se pide el traslado de narcotraficantes. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Seré breve en mi intervención. 


Creo que es muy importante que hoy mismo haya comparecido el señor Comisionado 
Parlamentario, como igualmente importante será que concurran a la brevedad las autoridades del 
Ministerio del Interior, ¡ojalá! que con el Inspector Guarteche, el señor Jefe de Policía de Canelones y - 
por qué no- también la señora Jefa de Policía de Florida. 


Sinceramente, por razones de filosofía, no soy partidario de entrarle a los temas -por decirlo 
así- ni tampoco a la vida en general, por el lado del pecado original, sino por el lado de la inocencia 
original, como decía Francisco de Asís. De manera que si será importante el hecho de haber 
escuchado en el día de hoy al Comisionado Parlamentario, así como poder oír después, también, al 
Inspector Guarteche -reitero- para luego sacar conclusiones. ¿Por qué? Porque, en definitiva, aquí 
tendremos que sacar conclusiones. 


Ahora bien, lo que está sucediendo es tan confuso como grave; ha conmocionado al sistema 
político y a la ciudadanía. La gente, con los problemas de seguridad que está viviendo, ahora ve 
agregado un plus que tiene que ver, precisamente, con el tema de la seguridad. Porque cuando 
escucha decir al señor Jefe de Policía de Canelones que el Comisionado Parlamentario lo está 
presionando para que traslade a unos presos de una cárcel con seguridad a un establecimiento donde 
la seguridad es muchísimo menor -como puede ser, por ejemplo, la chacra de Canelones, donde lo que 
hay es prácticamente una jaula con un candado grande y luego un alambrado de cinco hilos, donde 
nada más hay que levantar la pierna para estar del otro lado- evidentemente saca sus conclusiones, y 
esto está pasando en todos lados. Pensemos en todo lo que a la Policía, a la Justicia y a las 
autoridades carcelarias les ha costado mantener a esta gente recluida, fuera de circulación, y ahora 
resulta que el señor Jefe de Policía de Canelones dice que el Comisionado Parlamentario le pide que 
delincuentes muy peligrosos -reitero- vayan a un establecimiento con mínima seguridad. Sinceramente, 
esto a la gente le hace una fuerza espantosa por el lado negativo; es algo tremendo, pero estamos en 
esto y tenemos que reconocerlo. Por eso, debemos tratar de informarnos y defender, sobre todo, a la 
gente inocente. Entiendo que hay que hablar con la señora Ministra, pero estoy convencido de que 
también es imprescindible escuchar al señor Jefe de Policía de Canelones, como asesor de ella. 


Reitero que esto es verdaderamente grave. Ahora bien, señora Presidenta, ya dijimos que el 
Inspector Guarteche señala a nuestro Comisionado Parlamentario por los puntos a los que éste mismo 
ha hecho referencia. No fue necesario que ninguno de los Legisladores lo dijéramos, pues el mismo 
señor Garcé dijo que el Inspector lo señalaba por esto y por aquello, tilddando de canalladas y de 
mentiras los dichos del señor Jefe de Policía de Canelones. Entonces, vamos a ahorrarnos líneas de 
versión taquigráfica sobre este punto. 


Ya hemos hablado de la chacra de Canelones y de lo que ella significa. Lo cierto es que allí 
hay reclusos que ganan más estando presos, adentro, que estando afuera; esto, por múltiples razones, 
ya sea porque les queda muy poco tiempo o porque no tienen adónde ir. En fin, son esas cosas que 
tiene la vida carcelaria y que, sin duda, el señor Comisionado Parlamentario conoce. 


El señor Garcé dice que pidió el traslado de presos por razones humanitarias. Dice la verdad, 
señora Presidenta, porque no sólo lo ha expresado en este ámbito para que conste en la versión 
taquigráfica, sino que también lo dijo en el diario “El País” del jueves 4 de setiembre, o sea, en el día de 
hoy. En esta publicación aparece que Álvaro Garcé, Comisionado Parlamentario, manifiesta que no 
pidió el traslado de narcotraficantes, sino que pidió el traslado de presos por razones humanitarias. Y 


agrega que pidió el traslado de personas procesadas por tráfico de drogas u homicidas porque el 
Comisionado está para situaciones críticas. Es cierto; lo dijo, y sin duda que se ajusta a la realidad. 


Pero pongamos atención en que el Inspector Guarteche está diciendo, además, que se 
siente presionado por el Comisionado Parlamentario y que él le estaría sugiriendo determinados 
lugares para realizar el traslado. Si nos atenemos a lo que aparece en las versiones de prensa -que 
están en conocimiento del Comisionado- advertimos que el Inspector Guarteche está yendo para ese 
lado, por decirlo de algún modo. Aquí figura que, según Guarteche, Garcé también ejerció 
presiones sobre la señora Jefa de Policía de Florida en relación con la situación de esa cárcel 
departamental. Lo dice, y en distintos lugares, así como también lo dijo en el año 2006 -si no recuerdo 
mal- el Inspector Navas, que fue Director Nacional de Cárceles. Se refirió nuevamente a este tema en 
una nota ocasional -diría- publicada en el diario “El País” -si no me equivoco- el día 10 de junio. Ahora 
bien, todos los que conocemos a Enrique Navas sabemos que es un profesional de la Policía, un 
hombre sumamente honesto, que va para adelante en el cargo que esté ocupando, y lo cierto es que lo 
dijo. Según Navas, el Comisionado Parlamentario “rogaba” por delincuentes peligrosos, “pesados” - 
como señalaba el Inspector- y dijo que le había hecho una recomendación a Garcé, sin emitir un 
concepto negativo sobre él. 


Así se ha ido armando todo un escenario, una especie de puzzle. Y uno podría decir que, a 
medida que vamos avanzando en colocar piezas de este puzzle, vamos viendo mejor las cosas. Sin 
embargo, no es así. Este es un puzzle muy especial: a medida que vamos agregando piezas, la cosa 
se complica todavía más. Y, si no, miremos la situación que tenemos al día de hoy, que es realmente 
grave, gravísima, por todo lo que se ha dicho aquí. 


El Comisionado Parlamentario ha afirmado también que Guarteche ha “arrancado” contra él - 
es claro que no utilizó esta expresión- y que no perdería ni dos minutos en ocuparse de él si en este 
momento fuera nuevamente Defensor de Oficio. Lo dijo; es una realidad, y tiene razón. Pero hay que 
hacer una aclaración: hoy él no es Defensor de Oficio, sino Comisionado Parlamentario y, como tal, 
está expuesto a este tipo de cosas que a veces ocurren. 


Entiendo que aquí no estamos ante un problema de experiencia o de falta de experiencia, así 
como tampoco de bondad o de maldad, sino que esto es una lectura de la realidad confusa que hoy 
tenemos sobre este punto. 


En esta reunión, el señor Garcé se ha preguntado en voz alta si no hubo reporte al Ministerio 
del Interior por parte de Guarteche respecto a las recomendaciones que le hacía el Comisionado. 
Ahora bien, supongo que esas recomendaciones se las habrá hecho por escrito; en todo caso, pediría 
al señor Garcé que aclarara este punto. 


SEÑOR GARCÉ.- Lo que dije fue que no reportó “la presión”. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS..- Bien, rectificamos entonces: el Inspector Guarteche no reportó la presión y, 
al no hacerlo, hay una nueva situación que agrega aún más confusión a todo esto. A ver si nos 
entendemos. Esta es una Casa política. Si el Jefe de Policía de Canelones, Inspector Sergio 
Guarteche, no contara con el aval del Ministerio del Interior, con lo que dijo en los últimos días no 
habría durado diez segundos en el cargo. Reitero: no habría durado diez segundos en el cargo. 
¿Cuántas horas llevamos de esto, señor Comisionado Parlamentario? ¿Setenta? ¿Noventa? No lo sé, 
pero lo cierto es que llevamos un montón de horas. Me pregunto qué piensa el Gobierno de todo esto; 
me podrán decir que está en la tapa del libro: “cuando la Ministra venga en los próximos días, nos va a 
ilustrar al respecto”. Pero también acá tenemos Legisladores del Gobierno que sin duda han de tener 
información, igual que la que tenemos nosotros. Lo que no es bueno es que esto avance y no se sepa 
qué piensa el Gobierno. ¿O se le está dando línea a Guarteche, a ver hasta dónde llega? De repente, 
la línea no es otra cosa que una cuerda que Guarteche tiene atada al cuello y que ve que se le aprieta 
cuando llegue al final de la mano que la sostiene. Entonces, ¿a qué estamos jugando con todo esto? 
Debe haber una rápida decisión del Poder Ejecutivo en este asunto. No se trata del Comisionado 
Parlamentario o del Jefe Guarteche. Hay que ver; ahora estamos nosotros en esto y tenemos que 
avanzar. El Parlamento tiene que ver qué es lo que pasa con nuestro Comisionado Parlamentario. Es 
una situación verdaderamente confusa y grave, pero hay que actuar rápidamente. Y se está actuando; 
nosotros, con la nota que enviamos a la Presidenta, y ella, cuando resolvió realizar la convocatoria a la 
reunión en el día de hoy, nos estamos dando cuenta de que había que actuar rápidamente en esta 
línea. Lo dijo el Comisionado Parlamentario: él no pide por “pesados”; después lo dijo en el diario, el 
día de hoy: pide por personas. Ahora bien, supongo que no escapa al Comisionado Parlamentario que 


determinados reclusos peligrosos, personas -porque son personas- que están en una cárcel con equis 
seguridad, no van a pasar a otra con mucha menos seguridad. Yo no puedo creer que el Comisionado 
Parlamentario esté inhibido del sentido común; más bien que ha demostrado lo contrario. Entonces, 
¿dónde queda todo esto? Es una situación tan confusa y tan grave que verdaderamente para los pelos 
de punta de toda la gente que está en esta cuestión. El submundo carcelario, señora Presidenta, es, 
sin ningún lugar a dudas, algo muy especial. No se manejan los códigos que se manejan de las rejas 
del establecimiento hacia fuera; es otra cosa completamente distinta. Por supuesto, allí tiene que estar 
siempre la mano de las autoridades, en este caso, del Parlamento a través del Comisionado 
Parlamentario, para que no pasen determinadas cosas. Soy consciente de que en ese submundo 
hubo, hay y habrá gente excelente desde el punto de vista profesional -he nombrado a una persona, el 
Inspector Navas; seguramente, podríamos nombrar a muchos más del pasado y vamos a poder seguir 
nombrando a muchos en el futuro- pero también sé que existe la posibilidad de la corrupción, que 
muerde la carne de la sociedad, especialmente de la gente que está sujeta a todo eso. Es una realidad. 


Culmino por aquí mi intervención, señora Presidenta, y agradezco muy especialmente que 
hoy se haya podido realizar esta reunión especial de esta Comisión bicameral, porque este es un tema 
confuso y extremadamente grave y hay que reaccionar rápidamente, como lo ha hecho el Parlamento. 


Muchas gracias, señora Presidenta y señor Comisionado. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor Comisionado Parlamentario para una aclaración. 


SEÑOR GARCÉ.- Seré breve. Agradezco al señor Legislador García Pintos que reconozca el sentido 
común en lo personal que, de alguna manera, se extiende a la institución. De modo que no estoy solo 
en esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Diríjase a la Presidencia, por favor. 
SEÑOR GARCÉ.- Perdón, señora Presidenta. 


Cuando recién había iniciado la función de Comisionado, un buen amigo me dijo que no era el 
diputado N* 100, y eso lo aprendí muy bien -por lo tanto, de ninguna forma es mi intención polemizar 
con el señor Legislador- me quedó grabado y fue un buen aporte que me hizo. Además, me ha servido 
en situaciones en las que, de pronto, podía primar la confusión. 


Con respecto a lo que planteaba el señor Legislador, simplemente quiero advertir sobre un 
principio de la lógica formal: cuando hay premisas falsas, se llega a conclusiones falsas. La premisa 
falsa del razonamiento del señor Legislador -lo digo con todo respeto- es que toma como verdadero lo 
que publica un periodista, y, a veces, lo que uno declara no es exactamente lo que aparece en la 
prensa. Entonces, si uno parte de una versión que, en este caso, da un medio de prensa y la presenta 
como prueba, es evidente que después la conclusión no se ajusta a la verdad. Reitero: digo esto al 
señor Legislador con profundo respeto. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- ¿Me permite una interrupción para contestar una alusión? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se la voy a conceder como una excepción, porque si empezamos con 
alusiones tras alusiones, la verdad es que complicaremos el panorama. Vamos a tratar de ordenarnos, 
porque hay una gran lista de oradores y usted ya hizo uso de la palabra. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Lo mío es muy breve y muy sencillo. Lo dije al comienzo: yo no he tomado 
partido en esto, porque no tengo por qué ponerle al Comisionado un cartel de culpable o de inocente. 
Eso lo van a decir los hechos en el correr de los próximos días. Simplemente, me limité a vincular algo 
que usted dijo y que consta en la versión taquigráfica con lo que aparece en la página de información 
nacional, Sección “A”, del diario “El País” de hoy. No soy yo el que lo dice y no lo utilicé para valerme 
de una premisa falsa a fin de llegar a una falsedad más grande; de ninguna manera. No tengo, en 
absoluto, nada contra usted; solo hago una lectura de la realidad. 


SEÑOR NOVALES.- Señor Presidente: fundamentalmente, lo que quiero destacar es que el que está 
en juego aquí no es el doctor Álvaro Garcé, sino precisamente el Parlamento. Algo que tengo claro es 
que, a ciertas personas, la actividad parlamentaria de control sobre el sistema carcelario les molesta. 


Con referencia a lo que decía el señor Legislador García Pintos, por el hecho de que esté 
escrito con letras de molde, para mí no es la verdad revelada; porque alguien lo escriba y esté escrito, 
no va a ser la verdad absoluta. Discrepo con eso; no tengo por qué estar de acuerdo por más que esa 
persona tenga un empleo y le paguen por escribir. 


Seguramente el doctor Garcé recordará que hace aproximadamente un mes y medio lo llamé 
para advertirle, si es que me puedo tomar el atrevimiento de advertirle -digo esto porque el señor 
Legislador Penadés se refirió hace un momento a si no habría alguna campaña orquestada- que yo 
tenía información de que en un establecimiento carcelario muy importante, dependiente de la Dirección 
Nacional de Cárceles, se estaba orquestando una levantada de firmas de las personas detenidas en 
contra del doctor Álvaro Garcé, Comisionado Parlamentario. ¿Quién echaba leña a ese fuego? Que 
cada cual lo juzgue, porque yo no lo puedo decir. Pero sí sé de buena fuente -y reitero que se lo 
advertí- que se estaba armando un movimiento de protesta, incentivado por alguien que se siente 
molesto por el control, no voy a decir del doctor Garcé, sino del Parlamento. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Señora Presidenta: todos los compañeros y todas las compañeras tenemos 
bastante clara la realidad del sistema carcelario, no de ahora, sino desde hace mucho tiempo. Escuché 
las declaraciones que hizo en televisión el señor Jefe de Policía de Canelones y la verdad, señora 
Presidenta, me llama mucho la atención que un Jefe de Policía diga que puede estar presionado por el 
Comisionado Parlamentario. Me hubiera interesado mucho más que nos hablara y nos aclarara sobre 
lo que denuncia el informe del Comisionado Parlamentario, que tiene que ver con el tratamiento de las 
personas allí recluidas, de cómo están, de lo que significa la no atención médica en un establecimiento 
de este tipo, y otras consideraciones que el propio Comisionado establece en este informe que leí 
ahora -porque no tenía conocimiento del mismo- al igual que el resto de mis compañeros y 
compañeras de Comisión. Realmente, me parece que lo que se está queriendo es tapar una realidad, 
que es lo denunciado. 


Por lo tanto, además de ser notificados nosotros mismos -además de la población- por 
medio de las declaraciones de un Jefe, nos llama mucho la atención que, si estaba tan presionado, no 
hubiese efectivizado ese reclamo ante las autoridades respectivas, y lo hiciera públicamente, 
conociendo, obviamente, que este informe iba a llegar a nosotros. 


En consecuencia, señora Presidenta, no estoy preocupada por lo que el señor pueda salir a 
decir; y si se sintió presionado, ¿sabe qué? Seguramente debe ser por este informe, y no por 
recomendaciones que bien hace -y ha hecho más de una vez- el señor Comisionado Parlamentario 
dentro del marco normativo en el que debe moverse. Me parece que este es un tema no menor; como 
Parlamento nos dimos un marco normativo dentro del cual el señor Comisionado Parlamentario 
Penitenciario debe moverse, y nos consta que se ha movido dentro de ese marco. Entonces, ¡por 
supuesto que quiero que vengan las autoridades del Ministerio del Interior! Pero, reitero, no me 
preocupa si el señor Jefe de Policía se sintió presionado o no. Me parece que el objetivo de esta 
Comisión es saber qué respuesta tiene este señor sobre el informe que el Comisionado Parlamentario 
nos está dando respecto de la situación del establecimiento que él dirige. 


Además, me parece que a la población, este tema, le importa tres cominos y que la 
sensación de inseguridad que tiene y que es real -y no una sensación térmica- no pasa por las 
declaraciones de este señor, sino por otro tema. 


Por otro lado, para ninguno de nosotros es una sorpresa que se dé esto de que alguien, que 
está implicado en un informe de estas características, salga a hacer declaraciones sobre quien lo 
realizó. El procedimiento fue malo; no se siguieron las vías institucionales respectivas por parte de una 
persona que, además, tiene muy claro lo que son las institucionalidades y la verticalidad. 


Asimismo, nos llama la atención que no se hable del informe, pero sí de determinados 
episodios. 


Por último, señora Presidenta, si usted me lo pregunta, a mí no me interesa recibir al Jefe de 
Policía, sino a las autoridades del Ministerio del Interior para que nos digan qué es lo que piensan de 
este informe y qué tienen para decirnos. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR MUJICA.- Tal como se ha manifestado aquí, esta es una situación muy confusa, y quiero, con 
mi intervención, efectuar algunas aclaraciones, por lo menos, en cuanto a mi posición acerca de esta 
situación que, reitero, parece confusa. 


En primer lugar, quiero manifestar mi más absoluto respaldo a la actuación del señor 
Comisionado Parlamentario. Respaldo su actuación institucional y manifiesto confianza política en la 
seriedad y compromiso con que ha asumido su tarea. Sobre esto quisiera que no quedara ninguna 
confusión. 


Me parece absolutamente improcedente que un jerarca policial haga declaraciones públicas; 
tiene sus vías administrativas para realizar todos los descargos que desee y supongo que cuando la 
señora Ministra comparezca ante nosotros nos informará acerca del trámite que está dando y de las 
investigaciones que se llevarán adelante sobre estas declaraciones. Nadie mejor que un policía 
profesional sabe cómo se acusa a una persona, dónde se llevan las declaraciones, cómo se relevan 
las pruebas y ante quién se presentan; no es ante un periodista. 


Por otra parte, comparto con el señor Comisionado Parlamentario las afirmaciones de que 
esto no es una declaración aislada. La permanente búsqueda de vincular la actuación del Comisionado 
con la defensa de narcotraficantes es una campaña. No es una declaración; es una campaña de 
difusión. Y corresponde que, en medio de las confusiones, aclaremos también que -por lo menos en lo 
personal- rechazo totalmente esa campaña. No se puede atacar a una persona que está tratando de 
ejercer con honestidad su cargo. Naturalmente, yo puedo tener discrepancias. Es más: el día que 
considere que algo de lo que hace el Comisionado es un error, le haré las críticas pertinentes en este 
ámbito, que es donde corresponde, pero no se puede ensuciar a una persona que está tratando de 
llevar adelante su tarea a cabalidad. Reitero: una cosa es un funcionario dolido porque se duda de su 
eficiencia y otra es la reiterada búsqueda de vinculación de la actuación del Comisionado con la 
defensa de narcotraficantes. Eso ha generado, entre otras cosas, que en el día de hoy saliera 
publicado un artículo en un diario con la foto del señor Comisionado y el título: “¿Narcomisionado”?” Si 
eso no es parte de una operación para desprestigiar a una persona y poner en duda su honorabilidad, 
quiero saber entonces qué es una campaña. 


La Comisión ha escuchado en el día de hoy la versión del Comisionado Parlamentario y la 
señora Ministra nos informará sobre su actuación en estos hechos y tomará las decisiones que 
considere necesarias. Tampoco tengo por qué exigirle acciones a un Ministro y, sobre todo, a un 
Ministro del Interior, porque no me interesa en modo alguno que se choque con situaciones que 
considera que debe manejar de otra manera, pero cuando nos informe sobre lo que está haciendo, 
tendremos opinión al respecto. Por el momento, lo que sí quiero dejar clara es la posición frente a la 
actuación de nuestro Comisionado ante todo el sistema de cárceles del país. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Comparto las palabras que dijo el señor Legislador Mujica y quiero agregar 
una reflexión. Creo que hay un antes y un después de la creación de la figura del Comisionado 
Parlamentario. Antes de que existiera esa institución había algunos líos que reventaban, se hacían 
ciertas investigaciones en el Parlamento, pero la situación era mucho más caótica, desde el punto de 
vista parlamentario. Eso llevó, luego de varias y largas discusiones, a la creación de esta nueva 
institución y ¡por supuesto!, cualquier persona que tenga la misión de poner el ojo y controlar, va a 
estar mal vista por muchas personas a las que no les gusta, por ejemplo, el Tribunal de Cuentas, la 
Auditoría General de la Nación, etcétera. El que viene a mirar de afuera, no es simpático, en un mundo 
que, como dijo el Comisionado Parlamentario, es oscuro; la mayoría de la gente no sabe exactamente 
qué pasa en concreto dentro de un establecimiento carcelario. Nosotros sabíamos, cuando creamos 
esta figura, que allí probablemente íbamos a tener un punto de inflexión. 


Ahora bien, al crear esta institución, le otorgamos a una persona la facultad de controlar. Por 
tanto, lo que más me molestó de esta situación fue  -tal como decía el señor Legislador Nogales- que, 
de algún modo, el Parlamento quedó implicado también como objeto de esas acusaciones, ya que 
nuestra responsabilidad es sobre el Comisionado y éste, a su vez, la tiene sobre su tarea. De manera 
que, en forma indirecta, de algún modo uno se puede sentir ofendido. 


En consecuencia, estoy convencida de que estuvo bien haber creado esta institución y que su 
existencia es necesaria, pero seguramente, hasta que todas las instituciones del país comprendan para 
qué existe, se van a seguir produciendo este tipo de situaciones. Reitero que estamos hablando de un 
mundo muy complejo, como lo es el carcelario, que tiene mil problemas que vienen de muchos años 
atrás. 


Me consta que todo el mundo está tratando de hacer aportes. Lo digo pensando en que hace 
poco tiempo esta Comisión recibió a educadores que están trabajando, pero que no tienen ni media 
palabra en la prensa; ésta ni siquiera les dedica un renglón. Probablemente lo sepa su familia y nadie 
más, pero son de las personas más importantes que están en este asunto. 


Creo que la Comisión debe ser muy ponderada en todas estas cuestiones. Es decir, creamos 
una institución para controlar y lo estamos haciendo. Ahora bien, si a alguien no le gusta que se 
controle, es otro tema. No tuve oportunidad de leer los motivos de la destitución del Comisario Sosa, 
pero seguramente el Ministerio tuvo sus razones para hacerlo. Se trata de una cárcel departamental 
que no depende de la Dirección Naci onal de Cárceles y, por tanto, el inmediato superior del Comisario 
Sosa es el Jefe de Policía de Canelones, señor Hugo Guarteche. Por lo tanto, quiero esperar a que 
escuchemos a la señora Ministra -porque es la superiora de ambos funcionarios- para saber cuáles 
fueron las razones de la destitución. De todas maneras, eso es completamente aparte de la función del 
Comisionado Parlamentario, que tiene otra tarea distinta. 


Lo otro que quiero decir es que, evidentemente, hay una confusión jurídica en algunas 
declaraciones, porque se está hablando de gente procesada por distintos delitos, como se mencionaba 
por parte del Comisionado Parlamentario. Es como si un abogado defensor de un homicida terminara 
siendo su protector, pero sabemos que no es así porque nuestra Constitución determina que a cada 
detenido, por más horroroso que sea el delito que haya cometido, le asiste el derecho de tener a 
alguien que vele por la seguridad jurídica de su procesamiento. Eso es lo que hace el abogado 
defensor, pero no por eso él se lleva como un prendedor el delito del defendido. Me parece que no 
podemos caer en ese error, porque es grave y la institución que creamos -que en este quinquenio está 
haciendo sus primeras armas y que, probablemente, en el futuro tenga mayor desarrollo y aparezcan 
otras derivaciones- se vea mezclada en otras cuestiones, en decisiones que van por otro camino. Esta 
Comisión no va a controlar los cambios que hace el Ministerio del Interior, sino al Comisionado 
Parlamentario porque delegamos una función en él. Ese aspecto debe quedar nítidamente claro. 


Nada más. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la delicadeza que tiene la señora Presidenta concediéndome la palabra 
sin perjuicio de mi condición de no ser miembro de esta Comisión, aunque sigo con mucha precisión y 
cuidado los informes del Comisionado Parlamentario. Realmente, el tema es de gran importancia y su 
característica lo ha dado el hecho de que el Parlamento haya votado una ley disponiendo hacerse 
cargo formalmente del tema por la vía de los hechos, creando una institución y dotándola de los 
recursos necesarios para trabajar en un aspecto que, quizás, a cierta parte de la ciudadanía pueda 
parecerle una cuestión no demasiado importante, como es el cuidado de los derechos de los individuos 
privados de libertad. En general, cuando este tema se coloca sobre la mesa, sobre todo en situaciones 
de tensión en materia de seguridad en la población, no es bien visto por la población, pero es nuestra 
responsabilidad trabajar en esa dirección. 


El día que asumió este Gobierno declaró el estado de emergencia humanitaria en el sistema 
carcelario. Debo presumir las acciones que ha tomado el Ministerio del Interior -que tiene jerarquía en 
el sistema- en virtud de esa declaración con el propósito de superar esa circunstancia y mejorar la 
situación. O sea que no tengo que decir que hasta el día de hoy no se han tomado medidas de parte 
del Ministerio del Interior en esa dirección, pero debo señalar que muchas de las medidas adoptadas 
se asientan en recomendaciones del Comisionado Parlamentario y que varias han sido compartidas, 
inclusive en la forma de llevarlas adelante, con la asistencia, la opinión, el asesoramiento o la consulta 
del señor Garcé. Me parece que eso tiene un valor trascendente, pero francamente me sorprende que 
un funcionario jerarquizado al órgano del Estado que tiene relación con el Parlamento -a nivel de 
iguales en el sentido de la jerarquía constitucional- que es un funcionario del Poder Ejecutivo, utilice un 
mecanismo imprudente -es lo menos que podemos decir- para hacer una denuncia de las 
características que él reviste. 


Desde ya digo que el doctor Garcé cuenta con mi respaldo -que podrá servirle de mucho o de 
poco- porque creo firmemente en su condición ética y profesional, así como en el proceso de selección 


que se utilizó para su designación, componente que lo destaca especialmente. Lo señalo porque se 
trata de un proceso complejo y difícil que se llevó adelante en dos períodos legislativos, porque 
comenzó en la Legislatura pasada y terminó en la actual. Los componentes del análisis de la 
Legislatura anterior formaron parte de los antecedentes que utilizó la presente para tomar su decisión. 
O sea que, en ese sentido, hago cabal confianza en los procedimientos que ha llevado adelante en una 
etapa inaugural, que seguramente es difícil porque está conformando el modelo de funcionamiento del 
Comisionado Parlamentario, en este caso el doctor Álvaro Garcé y todo su equipo. 


Lo grave de esta situación es que si a un funcionario, que tiene a su cargo una 
responsabilidad que está vinculada con la tarea del Comisionado Parlamentario, se le plantea una 
duda en algún momento sobre una recomendación, un procedimiento o alguna de las tareas que 
cumple esa institución, no la relate como debe por una cuestión de jerarquía funcional a su superior. Es 
impresentable que el jefe de una cárcel o que un Jefe de Policía  -que, además, es un funcionario 
político y no de la carrera policial, como lo señala la Constitución de la República; es decir, está 
determinado presupuestalmente- salga a la prensa con declaraciones que tienen un efecto 
notoriamente adverso a lo que procuramos hacer cuando creamos el Comisionado Parlamentario del 
sistema carcelario, precisamente en parte por lo que decía el señor Legislador García Pintos. Es decir, 
el que genera la conmoción pública respecto de este tema y la duda sobre la capacidad del Parlamento 
y el instrumento que creó para actuar en estos temas para la defensa de los derechos humanos de los 
reclusos -que, como dije al principio, a mucha gente no le cae bien, y nosotros tenemos que cumplir 
con esa tarea- ha sido un funcionario que ha incumplido una elemental norma ética de 
comportamiento, que es la de dirigirse a su jerarquía y trasmitirle un hecho tan grave como el que 
parece haber querido comunicar. 


Entonces, obviamente, el paso que corresponde dar es conversar con la señora Ministra del 
Interior y, desde ya, hacer plena confianza en las actuaciones que ha cumplido el Comisionado 
Parlamentario, si bien después este asunto puede derivar en un tema político si cada uno de nosotros 
interpreta que la señora Ministra del Interior actuó, desde el punto de vista político, cabalmente. Esta es 
otra cuestión, ya no es la relación entre el Ministerio como jerarca del sistema carcelario y el 
Parlamento a través del Comisionado Parlamentario con relación a los aspectos que éste tenga que 
analizar. 


Francamente, creo que este asunto se ha tornado en un hecho público que no ha controlado 
la jerarquía del Ministerio del Interior y debe hacerlo de inmediato y cuanto antes porque esto no puede 
terminar en un conventillo, permitiendo que salga de foco el tema central. El Parlamento tiene el 
derecho y la obligación de realizar lo que hace a través del Comisionado Parlamentario y éste, hasta el 
momento, ha actuado cabal y responsablemente, contando con todo nuestro respaldo. El tema está 
ubicado en una instancia que está claramente identificada y desde allí es de donde se debe sacar 
presión al tema porque si ahora los Jefes de Policía comienzan a expresarse sobre qué les parece la 
actuación del Parlamento con respecto a ciertas denuncias que hay en un ámbito carcelario u otro, en 
una semana está incendiado el país. Hay que tener un poco de ubicación y serenidad para poner el 
tema en su lugar y en su contexto tomando las medidas políticas que corresponden. 


SEÑOR BERNINI.- En primer lugar, saludo públicamente al doctor Garcé, aunque ya lo hice en forma 
privada. 


El doctor Garcé fue el primer responsable de la institución “Comisionado Parlamentario” y 
estamos sufriendo, claramente, los dolores del crecimiento y del desarrollo. Digo “estamos sufriendo” 
porque comparto lo que se decía respecto a lo que implica la figura del Comisionado en representación 
del Parlamento Nacional. Tengo que ser muy honesto y alcanza con revisar las versiones taquigráficas 
desde que empezamos a trabajar en esta Comisión, y antes en la Comisión de Derechos Humanos de 
la Cámara de Representantes, para comprobar que tuvimos discrepancias, aunque pocas, con el 
doctor Garcé. Creo que la propia evolución del trabajo del Comisionado Parlamentario -que era todo 
nuevo, con un claro marco normativo- naturalmente implicaba contradicciones a su paso, pero puedo 
asegurar que, desde mi punto de vista, tanto en lo personal como en lo institucional, estamos 
avanzando bien en el desarrollo de la tarea. 


Estoy convencido que aquí se generó un hecho político. ¿Quieren que sea honesto? No 
tengo clara la dimensión de este hecho político que se acaba de generar. Es raro que un funcionario de 
la calidad y la responsabilidad que tiene, ni más ni menos, que un Jefe de Policía, salga a hacer 
declaraciones de la forma que lo hizo; objetivamente, no es algo natural y me cuesta aquilatar qué hay 
detrás de todo esto. Me reservo la capacidad de análisis, pero por lo menos lo quería comentar. Creo 


que es un hecho político; ahora bien, no sé qué hecho político se pretende generar y hacia dónde 
apunta. 


Quiero decir claramente que, por mi calidad de representante, fui protagonista de la historia 
de la cárcel de Canelones en el último mes y medio. ¿Cuál fue la conclusión? Hubo una acción política 
de la señora Ministra del Interior referida al Director de la cárcel de Canelones que implicó sacarlo del 
cargo a partir de determinadas conclusiones por un problema de gestión que no se adecuaba a las 
necesidades de la cárcel. Es obvio que no se tienen que dar muchas explicaciones y mucho menos el 
Ministerio del Interior. 


Quiero agregar que esta decisión -me consta porque en este sentido asumí 
responsabilidades- no sólo fue producto de la muy buena acción del Comisionado Parlamentario al 
denunciar todas estas situaciones, sino que, además, fui testigo privilegiado de distintos actores - 
familiares de los presos, sindicato de policías, delegados de los presos- que de alguna manera 
confluían en el mismo sentido. Es decir que desde distintas visiones había denominadores comunes, 
que fue lo que pesó a la hora de tomar la decisión. Acá hubo una resolución política del Ministerio del 
Interior al apartar al Director de la Cárcel de Canelones en función de una valoración negativa de la 
gestión que se venía realizando, fundamentalmente, a partir de lo actuado por el Comisionado 
Parlamentario y por una serie de denuncias que confluían en el mismo sentido y de las que, de una u 
otra manera, algunos fuimos protagonistas, en nuestra calidad de Legisladores. Creo que eso también 
contribuyó a tomar una decisión drástica como lo fue el hecho de apartar de su cargo al Director del 
instituto carcelario. 


Obviamente, ese es un hecho que quedó cerrado y toda esta historia comienza a partir de las 
declaraciones públicas y la forma en que se llevaron a cabo. Me consta que a nivel del Ministerio del 
Interior se ha pedido que se sustente, por parte del Jefe de Policía, las declaraciones que hizo 
públicas. Está en el proceso del Ministerio del Interior recibir un informe respecto a esas declaraciones 
y a la actitud asumida. Es indiscutible que uno puede hablar de si es o no oportuno y de lo que significa 
la cadena de mando; ahora bien, también es cierto que no hay posibilidad de decir a una persona que 
se calle la boca. En todo caso, si eso es contraproducente con la acción del Ministerio se pueden tomar 
medidas y se puede actuar en consecuencia una vez que se analice el tema y la información. En esto 
tenemos que jugar nosotros porque para eso conformamos el Parlamento en la relación Poder 
Ejecutivo-Parlamento y por eso acompañé desde un inicio el planteo que hizo la señora Presidenta al 
inicio de la Comisión con respecto a convocar lo más rápidamente posible a la señora Ministra del 
Interior. 


Quiero particularmente defender fuertemente el instituto del Comisionado Parlamentario, 
porque está muy bien que se diga que por encima de la persona aquí quien se puede sentir agredido -y 
es así- es el propio Parlamento Nacional y coincido con lo que han dicho otros señores Legisladores, 
respecto a lo que implica una acción de fiscalización en áreas que en este país nunca fueron 
fiscalizadas. Creo que estamos en un nuevo contexto político y así como el instituto del Comisionado 
Parlamentario, desde nuestro punto de vista, es vital porque realiza una mirada parlamentaria de 
contralor y de fiscalización hacia el sistema carcelario del Uruguay, también es cierto que se están 
dando otros fenómenos sociales que contribuyen de alguna manera a que se trasparenten situaciones 
que se puedan estar dando, en concreto, dentro del sistema carcelario, pero, sobre todo, en varios 
ámbitos de la vida nacional. 


También me quiero referir a otros factores que están jugando en el sentido de la transparencia 
de realidades y me refiero a la posibilidad que han tenido los presos de nombrar a sus delegados. El 
propio Comisionado Parlamentario en una visita anterior destacó lo que había significado, hasta en el 
estado de ánimo de los reclusos, el hecho de designar delegados que permitían, de alguna manera, 
convertirse en interlocutores con todo lo institucional, tanto con las autoridades carcelarias como con el 
propio Comisionado Parlamentario. Este es un elemento que ubico como importante, como para que 
este tipo de situaciones también se pueda denunciar, transparentar y así actuar en consecuencia. 
Quiero ubicar también, en el mismo escenario, al sindicato de la policía porque, a partir de lo que es 
una mirada de ese lugar -que le da cierto marco de independencia de criterio en función de no 
cuestionar la verticalidad, pero sí de lograr un conglomerado que tenga una mirada y que sea un 
interlocutor- afirmo que esto es un factor de fiscalización para este tipo de situaciones. Creo que estas 
dos cosas son nuevas y va a costar acostumbrarnos por la mirada que tenemos respecto a los temas 
de la policía, de la cárcel, etcétera. Estamos en una transición y, como en tantas áreas de la vida 
nacional, tenemos que ir, objetivamente, acomodándonos. Cuando se dan situaciones de este tipo, 
creo que el rol que debemos jugar como mandantes del Comisionado es el de defender a muerte la 
institucionalidad, dar los respaldos morales que correspondan y no tratar de convertirnos en jueces. No 


estimo que debamos aquilatar si Guarteche tiene pruebas o no, porque eso no nos compete a 
nosotros. En todo caso, uno de los primeros errores que cometió fue el de no denunciarlo en los 
ámbitos penales y a la superioridad, tal como está obligado a hacer en su carácter de funcionario 
público. Independientemente de ello, pienso que en este ámbito debemos analizar el tema desde el 
punto de vista político. Por su parte, los ámbitos jurisdiccionales -incluso, tomando en cuenta las 
palabras del Comisionado- se dirimirán en otros terrenos. 


Por otro lado, deseo expresar algo que va más allá de este episodio puntual porque basta 
recordar ciertas posiciones que, en lo personal, he defendido en la propia Comisión. La nueva 
experiencia de contar con el instituto del Comisionado Parlamentario, su forma de funcionamiento, 
etcétera, necesariamente deben tener algún tipo de reglamentación, no para coartar la posibilidad de 
que el Comisionado actúe libremente. A partir de estos hechos, nos hemos encontrado con que varios 
de los planteos que realiza a los responsables directos de cada cárcel no llegan, en la cadena de 
mando, a la autoridad responsable desde el punto de vista político. Me refiero, por ejemplo, a esos 
desfases que tenemos en los oficios. A mi entender, no lesiona en absoluto la independencia técnica, 
de criterio y de actuación del Comisionado Parlamentario el hecho de establecer determinado tipo de 
mecanismos que, simplemente, apunten a regular la información para asegurar que ésta llegue, 
porque, en definitiva, la responsabilidad última es de quien está al tope en la pirámide. Entonces, si las 
cosas quedan en el medio, pueden darse los dimes y diretes o palabras contra palabras. Sin embargo, 
si buscamos mecanismos que, de alguna manera, permitan testimoniar gráficamente, con 
documentación, los distintos procedimientos que se llevan a cabo, podremos contribuir en ese sentido. 
No voy a abundar mucho más en esto ahora porque no es bueno hacerlo en caliente, pero sí lo haré en 
un futuro porque todo lo sucedido me reafirma la idea de que muchas veces debemos hacer el 
esfuerzo para regular, dar un marco o generar un protocolo de procedimiento -confieso que no sé cuál 
es el término correcto, pero pretendo que se entienda la idea- para saber que las actuaciones del 
Comisionado llegan adonde deben, no sólo a determinado tipo de mandos, sino a los responsables 
políticos que están al frente del Ministerio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MOREIRA.- Siempre es bueno releer las normas y releyendo la Ley N” 17.684 recordaba la 
función esencial del Comisionado. Creo que todos coincidimos en que fue una creación muy positiva 
para un sistema carcelario uruguayo que sufre una honda crisis, que no es de ahora, sino que viene de 
atrás; aclaro que no quiero generar polémica sobre el tema. 


Debo decir que me siento asesorado por el señor Comisionado, al margen de la 
consideración personal que creo nos merece a todos por tratarse de una persona honorable, honrada y 
con gran vocación de trabajo, al igual que el resto de su equipo. El Comisionado nos ha relatado lo que 
ha pasado en la Cárcel de Canelones y es obvio que han sucedido cosas muy graves. Si se ha violado 
a un recluso, no caben dudas de que estamos ante un delito muy grave. Inclusive, quizás esa violación 
fue cometida por más de una persona. Si se ha recibido dinero y se ha depositado en ABITAB -aparte 
de ser una estupidez por parte de quien lo pide y lo recibe- estamos frente a otro delito. Quiere decir 
que tenemos un catálogo de delitos tipificados en nuestro Código Penal vigente que ameritan -y él lo 
ha dicho- de inmediato, la presentación de la denuncia penal correspondiente por parte del señor 
Comisionado sin, siquiera, necesidad de informarnos a nosotros. En cuanto a sus atribuciones, el literal 
J) del artículo 2%, habla de proceder a la denuncia penal correspondiente cuando considere que existen 
delitos. De acuerdo con lo que nos ha contado, ¡si considerará -como buen abogado y con experiencia 
como Defensor de Oficio- que hay varios delitos! Actúe, señor Comisionado, denuncie ya ante la 
Justicia Penal a fin de que ésta investigue. Si me pide opinión, le recomiendo que lo haga mañana 
mismo. Debemos separar las cosas; eso refiere a una órbita y la otra tiene que ver con el ámbito 
político en cuanto a las responsabilidades correspondientes que nosotros, como estamos aquí para 
legislar y controlar, debemos demandar. Precisamente, para eso tenemos al Comisionado como 
auxiliar; para ejercer la función de contralor. En tal sentido, creo que nos está dando elementos para 
ejercer el contralor que corresponde sobre el organismo del Poder Ejecutivo que es responsable de la 
custodia de los presos. Desde ese punto de vista, sin duda debemos escuchar a la señora Ministra 
porque estos hechos son gravísimos. 


En lo personal, entiendo que el Comisionado ha actuado con mucha cautela y prudencia, y 
no ha contestado. A mí, como a todos los que hemos hablado aquí -que conocemos algo del 
funcionamiento del Ministerio del Interior- me parece que el hecho de que un policía de carrera -porque 
más allá de que ahora ocupe un cargo de confianza, es un policía de carrera- salga a hacer 
declaraciones de ese tenor, con esa independencia, es motivo para echarlo, por la actitud y no por lo 
que diga; lo claro es que no puede hacerlo en atención al principio de verticalidad. ¿Para qué vamos a 


invitar al Jefe de Policía de Canelones a la Comisión? Citemos a la señora Ministra y que ella traiga a 
quien quiera; ella es la responsable política frente a nosotros y no el Jefe. Para nosotros no existe el 
Jefe de Policía, sino la Ministra del Interior que es la que tiene responsabilidad política. Por algo la 
Constitución es muy clara en cuanto a determinar a quiénes podemos llamar a responsabilidad. Reitero 
que debemos citar a la Ministra y dejar que ella venga acompañada de quién quiera; puede ser el Jefe 
de Policía de Canelones o el de Artigas. Lo importante, insisto, es que venga ella lo más rápido posible 
porque debe estar informada; y, además, estamos frente a hechos muy graves. Escuché al 
Comisionado y leí rápidamente el informe, el cual contiene cosas gravísimas de todo tenor. Tengamos 
en cuenta que en la Cárcel de Canelones hay más de 800 reclusos y, además, constituye el 
establecimiento carcelario más grande que depende de una Jefatura Departamental. Reitero que, a mi 
juicio, el hecho es realmente grave. 


Por otra parte, en cuanto al respaldo que pueda darse al Comisionado, debo decir que en 
tanto está actuando dentro de sus atribuciones, naturalmente lo tiene. Nosotros sentimos que está 
actuando a cabalidad. Con lo que escuché, como abogado que soy le digo que debería presentar la 
denuncia penal de inmediato. Además, hay un Diputado que conoce los hechos y, en tanto se trata de 
un par, me gustaría escucharlo. Seguramente, concurra en forma voluntaria para ilustrarnos y 
fundamentar lo que informó el Comisionado. Tengamos en cuenta que fue un Diputado el que le 
transmitió esta denuncia. Entonces, sería bueno escuchar su versión más allá de conocer la de la 
señora Ministra lo más rápidamente posible, ya que lo denunciado es gravísimo. La Ministra ya tomó 
una medida que fue la de echar al Jefe de la Cárcel y después tomará las restantes que corresponda. 
Obviamente, nosotros no vamos a aconsejarle qué es lo que debe hacer; si actúa mal o es omisa - 
haremos jugar la responsabilidad política- pero en principio ella es la que debe tomar las medidas 
porque está dentro de sus atribuciones. 


En resumen, señora Presidenta, creo que es bueno separar las órbitas y pedir la 
convocatoria inmediata de la señora Ministra, entre otras cosas, porque supongo que debe ser la 
primera interesada en concurrir. La difusión de estas noticias no hace ningún bien a nadie e imagino 
cómo se habrá sentido porque ha habido titulares muy feos, sugiriendo que detrás de todo esto hay 
dinero en juego; porque no hablamos de los homicidas de Colonia Suiza, sino de presos con plata. Y, la 
verdad, eso es lo que se sugirió. Entonces, me parece que esta situación se debe esclarecer lo más 
rápido posible. El señor Comisionado Parlamentario es el primer interesado en ello, como lo somos 
nosotros, como Legisladores, para poder preservar, desde el punto de vista institucional, su figura y su 
misión, que entendemos muy relevante. 


SEÑORA PERCOVICH.- Brevemente, quiero decir que me siento muy representada por la mayoría de 
los señores Legisladores que han hecho uso de la palabra. De todas maneras, no me quiero callar 
frente a algunas afirmaciones que aquí se han realizado. 


Como integrante de este Parlamento no me resigno a pensar que como el submundo del 
sistema carcelario o el subsistema del mundo carcelario -como aquí se dijo- es distinto y, 
aparentemente, tiene reglas de juego diferentes, todos tenemos que aceptarlo. Justamente, creo que el 
esfuerzo realizado por el Parlamento, tanto en el Período anterior -en el que tuve el honor de participar 
en la elaboración de la ley- como en el actual -durante el cual la iniciativa se concretó- expresa la 
voluntad de querer apostar a un cambio de ese submundo que, sabemos, es muy conflictivo y difícil. 
Precisamente, nuestro rol como parlamentarios creo que está cumplido porque hemos elegido a una 
persona que, tal como lo manifestaron otras señoras Legisladoras y señores Legisladores, ha cumplido 
con la tarea que le fue encomendada de acuerdo con los marcos legales aprobados. Asimismo, 
considero que desde la institución, Ministerio del Interior, se está haciendo todo lo posible para lograr 
sanear ese difícil submundo. 


Simplemente, quería dejar sentado que no me resigno a creer que esa dificultad que han 
encontrado todos los Gobiernos anteriores y que, por supuesto, quienes tenemos responsabilidades de 
Gobierno también la encontramos en esta Administración, se base en que como es un mundo que tiene 
sus propias reglas de juego, las tenemos que aceptar. Creo que tenemos que hacer todo lo posible -y 
me parece que lo estamos haciendo- para cambiar esa situación. 


SEÑOR BORSARI.- Creo que ya se ha dicho casi todo, pero no me quiero retirar de esta sesión sin 
expresar nuestro pensamiento. 


Aquí se ha hablado de denuncia penal. El señor Legislador Moreira manifestó que el señor 
Comisionado Parlamentario debería presentar rápidamente una denuncia penal respecto de los hechos 


acontecidos en la cárcel correspondiente. Sin embargo, creí colegir de las palabras del señor 
Comisionado Parlamentario que, en lo personal, iniciaría una denuncia penal por los dichos del señor 
Guarteche. Advierto que el doctor Garcé asiente con la cabeza. 


Personalmente, estoy de acuerdo con el señor Legislador Moreira en cuanto a que se debe 
hacer la denuncia penal correspondiente, respecto de los hechos presuntamente irregulares o 
delictivos que tuvieron lugar en dicho establecimiento carcelario. Ahora bien, en lo que va de esta 
sesión, he podido percibir que existe un apoyo y un respaldo muy grande de parte de los Partidos 
Políticos al señor Comisionado Parlamentario. En función de ello, pienso que ante versiones 
difamantes, como las que han circulado, bastará el apoyo del Parlamento para que el país tome cuenta 
de que el señor Comisionado está actuando como lo debe hacer. 


Por lo tanto, pienso -sin ánimo de incursionar en las decisiones personales del señor 
Comisionado- que, tal como lo establece la ley de creación de este instituto, se debería presentar una 
denuncia penal sobre la situación, pero no soy partidario de que se inicie una acción penal por 
difamación o injurias -u otro posible delito- para salvaguardar el Instituto y la persona del señor 
Comisionado Parlamentario. 


Se ha hablado de que se estaría presionando a uno o a dos posibles Jefes de Policía. Tal 
como lo ha manifestado la señora Legisladora Topolansky, creo que este “cargo” -dicho entre comillas- 
está para presionar, para investigar y para ver. Y si en algo hemos coincidido todos los Partidos 
Políticos -porque creo que esto fue aprobado por unanimidad- fue en crear este cargo para poder ver 
lo que sucedía en las cárceles. Para eso está, y aunque la señora Ministra sea socialista y mañana 
esta Cartera sea ocupada por un Ministro blanco o de otro Partido, seguirá existiendo un Comisionado 
Parlamentario que, seguramente, le molestará a determinado Jefe de Policía o a cierto Ministro. Vuelvo 
a decir que “seguramente le va a seguir molestando” porque creo que la función de contralor -y esto es 
algo que nos pasa a los Legisladores- molesta al poder de turno, a quien ejerce el poder. Durante 
muchos años, el Frente Amplio ha sido oposición y ha advertido esta situación como lo hemos hecho 
nosotros; esta es una cuestión inherente al sistema democrático en el que vivimos. 


Realmente no sé si es conveniente que el señor Guarteche venga a este ámbito, tal como 
aquí se ha dicho. A mi juicio, creo que sería altamente inconveniente que concurra porque quien tiene 
que venir es la señora Ministra del Interior; ella es quien debe hablar por el señor Guarteche o por 
quien sea y decir si Guarteche estuvo mal o estuvo bien, si lo piensa destituir o no y si lo apoya o no lo 
hace. Después, el Parlamento decidirá. Vuelvo a señalar que quien tiene que concurrir a este ámbito es 
la señora Ministra del Interior -ya se ha dicho que así se hará- y luego se evaluarán las 
responsabilidades políticas. 


Ahora bien, cuando el señor Guarteche dice: “El Comisionado Parlamentario me presionó 
para que yo trasladara a Treinta y Tres a dos narcotraficantes. Él le hace los mandados a 
delincuentes”. Si yo fuera Ministro del Interior, tengo dos caminos: le creo al señor Guarteche y hago la 
denuncia penal o lo destituyo al instante y lo decapito. No hay otro camino para este señor. 


Tengo en mi poder el Decreto N* 500 que claramente establece cuáles son los pasos a seguir 
en un procedimiento administrativo. Considero que en el instante mismo en que se hace una denuncia 
de este tipo, se debe tramitar una denuncia penal o, de lo contrario, un sumario o una investigación 
administrativa con separación del cargo. Otra cosa no se puede hacer; esto es lo que establece 
nuestra legislación y nuestro ordenamiento administrativo y quien no procede de esta forma incurre en 
omisión. 


En alguna ocasión tendremos que hablar -como lo hemos hecho con la señora Ministra en el 
ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración- de una 
Dirección Nacional de Cárceles fuera de la órbita del Ministerio del Interior. Este tema debe ser 
abordado, pero este no es el momento adecuado para hacerlo. 


Luego de haber escuchado al señor Comisionado Parlamentario, no tengo más que 
respaldarlo “in totum” porque creo en su versión. El ha presentado pruebas y ha dado nombres con 
relación a violaciones de los derechos humanos en un establecimiento penitenciario. Por otra parte, 
coincido totalmente con el señor Legislador Mujica respecto de ese respaldo que debemos darle y que 
ahora está surgiendo naturalmente. Las palabras del Comisionado Parlamentario -las que figurarán en 
la versión taquigráfica y las que no- han sido absolutamente claras en lo que tiene que ver con estos 


temas y, por supuesto, deslindan toda responsabilidad acerca de acusaciones que, estoy seguro, son 
infundadas. Además, creo que el tiempo nos dará la razón. 


Por lo tanto, señora Presidenta, quiero expresar mi respaldo a la actuación del Comisionado 
Parlamentario. Luego de que termine la lista de oradores voy a hacer una propuesta sobre el tema 
como pronunciamiento de la Comisión. 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que, a esta altura, deberíamos pasar a tomar alguna resolución en la tarde 
de hoy. 


En primer lugar, debo decir que hemos escuchado a todos los señores Legisladores 
presentes en la Comisión y es indiscutible el respaldo dado al Comisionado Parlamentario en su 
accionar. En segundo término, manifiesto que el señor Legislador Moreira expresó gran parte de lo que 
iba a decir. Por tanto, considero que la Comisión debiera encomendar al Comisionado a hacer la 
denuncia penal correspondiente. Además, tengo conocimiento de que el señor Diputado Sánchez, que 
ahora se encuentra en Treinta y Tres, va a proporcionar elementos brindados por el padre de uno de 
los presos y va a acercar, entre otras cosas, las cédulas a las que hacía el depósito del dinero 
correspondiente. Por otra parte, considero que serviría políticamente para transmitir un respaldo a la 
acción del Comisionado, habilitar la denuncia penal correspondiente. En cuanto a la denuncia penal 
relacionada con las injurias a que ha sido sometido, es un tema del fuero propio y, por tanto, en lo 
personal entiendo que será el Comisionado quien resuelva. 


El tercer elemento que me parece muy importante es el de encomendar a la señora 
Presidenta que hable con la señora Ministra para que instrumente rápidamente el traslado de estos dos 
presos que están en la cárcel de Canelones porque es claro que, en poco tiempo más, se va a saber 
quiénes son y no por lo que se manifieste en este ámbito. Es más, supongo que ya deben saber 
quiénes son los presos. Creo que correspondería que la Comisión hiciera suyo el planteo y le solicitara 
a la señora Ministra que tomara las precauciones para evitar tener que lamentar, en un futuro cercano, 
que se tomen represalias sobre estas dos personas e, incluso, que les cueste la propia vida. 


Me parece, señora Presidenta, que rápidamente deberíamos convocar a la Comisión a la 
Ministra del Interior para conversar sobre estos temas. Entiendo que éste no es buen tiempo de 
anunciar ni de pensar en reglamentaciones sobre la labor del Comisionado Parlamentario porque 
considero que eso podría ser malinterpretado. Si bien varias veces hemos conversado sobre el tema, 
entiendo que este no es el momento, ni siquiera, de hablarlo. Por mi parte, considero que lo que se 
debe hacer es respaldar una acción que es natural que genere preocupación y malestar sobre quienes 
son fiscalizados para lograr el objetivo de optimizar y mejorar las formas de respetar los derechos de 
los presos en nuestro país. Pienso que, por ahí, tendríamos que caminar y, por tanto, la Comisión 
debería tomar acciones puntuales que son imperiosas, entre otras cosas, porque comparto el 
razonamiento de que atacar la labor del Comisionado Parlamentario es atacar la labor de esta 
Comisión y, fundamentalmente, la del Parlamento. Como hay elementos que comprueban los hechos 
delictivos, creo que el mejor mecanismo es el de la denuncia penal y, en eso, comparto en un cien por 
ciento, lo dicho por el señor Legislador Moreira y, además, ese proceder haría desaparecer cualquier 
sospecha sobre el actuar del Comisionado Parlamentario, del Representante que hizo la denuncia y del 
Parlamento en general. Entonces, conocidos los hechos, los mismos se remiten a la Justicia porque 
hay elementos y pruebas que avalan la gravedad de los hechos. De esa manera, se zanjaría el tema y 
se terminaría con este debate público que -vuelvo a repetir- no le hace bien a nadie. Lamento 
mucho que el Jefe de Policía de Canelones haya elegido este camino para comunicar una 
preocupación que, eventualmente, tuvo sobre el proceder del Comisionado Parlamentario. 


Era cuanto quería expresar, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me hubiera gustado participar antes, pero, como es obvio, en mi carácter de 
Presidenta debía concederle primero la palabra a los señores Legisladores. 


Antes que nada, quisiera apoyar la mayoría de las intervenciones que van en el sentido de no 
involucrarnos en el tema de la denuncia penal pues me parece que es competencia del señor 
Comisionado Parlamentario y él tiene todo su derecho de hacerla. 


En cuanto a las apreciaciones sobre la labor, la institución y la persona del doctor Álvaro 
Garcé, a su integridad moral, ética y demás, por supuesto doy mi total apoyo, y él lo sabe. Creo que 


todos fuimos sorprendidos por esas intempestivas declaraciones del Jefe de Policía de Canelones y no 
creo que haya quedado alguien sin sorprenderse. De pronto, hubo gente que estaba al tanto -antes de 
que surgieran a luz algunas cosas, quizás alguien las conocía- pero hacía referencia a éste ámbito, 
porque me gusta separar las aguas. 


Por otra parte, creo que todos nos estamos inaugurando en este período en esta nueva 
relación con la institución Comisionado Parlamentario. Esa es una realidad porque este Parlamento no 
contaba con una institución de estas características que fue votada, por unanimidad, por todos los 
Partidos Políticos. Además, la designación del doctor Garcé fue apoyada, repito, por todos los Partidos 
Políticos, lo que es muy importante. En este momento, lejos de lo que puedan ser connotaciones 
sectoriales, partidarias y demás, hubo un Cuerpo que se sintió lesionado y, por tanto, actuó como tal, 
en este caso, a través de una Comisión de la Asamblea General. Realmente, considero importante 
tener esto claro. También se debe tener claro que en esa inauguración de nuevos relacionamientos 
estamos trabajando y surgen situaciones que vamos corrigiendo sobre la marcha para mejorar ese 
relacionamiento y ese funcionamiento que estamos logrando. Estamos aceitando los mecanismos y 
definiendo en forma clara el rol de cada quien. Ya he dicho -lo quiero reiterar- que no somos Ministros 
del Interior, sino parlamentarios y que el señor Comisionado Parlamentario ocupa ese cargo, no 
nosotros, pero muchas veces los roles se entreveran. Sin embargo, entiendo que todos y todas 
estamos haciendo esfuerzos para lograr mejoras y, a mi entender, se está mejorando y mucho. Por otra 
parte, quiero reconocer el esfuerzo que, en ese sentido, hemos realizado todos y todas pero, 
especialmente, el Comisionado Parlamentario. De repente, conversando con él surgían algunas 
diferencias sobre quiénes eran los primeros destinatarios de sus informes -a veces aparecían en la 
prensa antes de que nosotros tuviéramos conocimiento- sin embargo, el señor Comisionado 
Parlamentario fue extremadamente prolijo y nos comprendía. Incluso, también nosotros pudimos llegar 
a acuerdos acerca de algunas cuestiones que el propio Comisionado Parlamentario planteó 
oportunamente. 


Entonces, en lo personal creo que, como Parlamento, el relacionamiento con una institución 
que depende de nosotros está fortalecido, y quiero decir esto porque me parece importante. 


Con respecto a los sucesos o insucesos y demás que se dieron en estos días, aquí alguien 
dijo: “le creo o no le creo; no hay otra cosa” -con referencia a los dichos de Guarteche- y, por mi parte, 
entiendo que en esa expresión tiene que haber una interfase de “investigo para ver si le creo o no le 
creo”, porque en esto no se puede actuar a ciegas. Esta situación nos impone el compromiso no sólo 
de pedir responsabilidades a quien sale a hacer declaraciones ante la prensa, sino también de pedirlas 
en cuanto a por qué se sale ante la prensa sin cumplir con los mecanismos que existen para cualquier 
Jefe de Policía. Yo he visto a otros Jefes de Policía hablando por los medios de prensa; por ejemplo, al 
de Maldonado lo he visto en más de una oportunidad, pero lo que realmente importa es lo que trasmite 
el jerarca policial y qué responsabilidad asume por lo que dice y por lo que deja de decir. Creo, 
entonces, que esto lo tenemos que analizar también desde ese punto de vista, es decir, del de los 
contenidos. Yo he salido a decir que sobre los dichos se tendrá que hacer cargo, y eso lo quiero 
manifestar aquí: ¡se tendrá que hacer cargo! 


Creo que esta ha sido una buena reunión, en la cual los Legisladores hemos podido 
sintonizar y no por corporativismo -seguramente, después se dirá que cuando nos tocan, nos juntamos- 
sino porque aquí hay una institución que merece ser respetada y defendida. Además, esa institución 
tiene otra en su propio ámbito, que es la del Comisionado Parlamentario, representada en este 
momento por la persona del doctor Álvaro Garcé, que merece el mayor de los respetos. 


Por consiguiente, creo que ese es el marco de reflexión que debemos darnos y, en lo 
personal, tengo la absoluta convicción de que la señora Ministra está atendiendo este asunto, y 
también pienso -espero que así sea- que a todos los aquí presentes eso les consta. 


Por otra parte, me parece bueno decir que vamos a tratar de que la señora Ministra pueda 
comparecer rápidamente en este ámbito. Como normalmente nos reunimos los jueves, una vez por 
mes, a las 17 horas -o en más ocasiones si existe un asunto que así lo requiera, pero siempre 
respetando ese horario- si los señores Legisladores están de acuerdo, podríamos tratar de que el 
jueves próximo la Ministra concurra a esta Comisión. Ahora bien, si los señores Legisladores entienden 
que la señora Ministra debería asistir a este ámbito antes del jueves, podríamos hacer los contactos 
necesarios para lograrlo. Creo que, de todas maneras, sería bueno que se respetara el día fijado, 
porque así podríamos tener el quórum que hoy hemos logrado, de 15 Legisladores en 15, lo cual habla 
de la importancia de este tema. 


Esa es mi propuesta y quiero reiterar una vez más al doctor Garcé lo que ya le he 
manifestado personalmente, y ahora voy a repetir como Legisladora y Presidenta de esta Comisión, en 
el sentido de que debemos estar atentos y atentas, porque lo que él ha dicho en cuanto a que estos 
hechos pueden repetirse, me parece probable que ocurra. 


SEÑOR GARCÉ.- Agradezco realmente la comprensión y el apoyo que me han brindado los señores 
Legisladores, y quiero decir que esto me deja realmente muy tranquilo. Sin duda, voy a pensar en el 
tema de las posibles acciones a seguir a partir de ahora, pero, evidentemente, en la medida en que el 
respaldo ha sido muy claro y he quedado tranquilo y fortalecido en lo interno, la urgencia por recurrir a 
otras vías, luego de que ha sido ampliamente satisfactoria la respuesta que aquí he recibido, quizás ya 
no tenga el mismo sentido. 


Por consiguiente, a través de la señora Presidenta quiero trasmitir, una vez más, mi 
agradecimiento a toda la Comisión porque siento que, después de tres años de trabajo intenso, esto 
tiene sentido, sobre todo teniendo en cuenta la respuesta que he recibido hoy. Asimismo, voy a 
trasmitir lo que aquí se ha hablado a los demás integrantes de mi equipo que, sin lugar a dudas, están 
realmente muy dolidos y ahora se encuentran en nuestra oficina esperando noticias sobre lo que aquí 
ha ocurrido. 


Una vez más, a todos y a todas, muchas gracias. 
(Se retira de Sala el Comisionado Parlamentario, doctor Álvaro Garcé) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor Legislador Borsari. 


SEÑOR BORSARI.- Por razones de cortesía solicité que esperáramos a que se retirara de Sala el 
doctor Garcé para hacer una propuesta. En este momento no tenemos número para aprobar una 
declaración, pero creo que sí podemos designar a la señora Presidenta en representación de todos los 
integrantes de esta Comisión, a los efectos de que dé a publicidad el respaldo unánime que se ha 
manifestado aquí, en Sala, a la institución Comisionado Parlamentario y a la persona que la 
representa, así como a su actuación honesta, eficaz y transparente. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


